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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

       SALA DE DECISIÓN CIVIL- FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, julio veintiuno de dos mil nueve
Expediente 66001-31-03-001-2009-00139-01
Acta N° 325 de julio 21 de 2009
Procede la Sala a decidir la impugnación presentada por Ana del Carmen Maturana Hinestroza contra la sentencia del 2 de junio último, proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, en la acción de tutela que la impugnante le promovió a la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional -Acción Social-.
ANTECEDENTES
Expuso la señora Ana del Carmen Maturana Hinestroza que es desplazada del corregimiento de Santa Cecilia con cuatro hijos y para nadie es un secreto lo sucedido en esa localidad; que mirando la situación tan cruel que está pasando en el sector del Plumón, donde reside, ha querido devolverse para su tierra, pero hoy ya tiene 6 hijos y es madre cabeza de hogar y no tiene sobre qué caer porque lo perdió todo sin posibilidad de recuperarlo; que acción social sólo quería que les hubiera dicho que la habían matado para así aceptar su declaración como desplazada.
  Solicitó, entonces, la protección de sus derechos a la vida, al trabajo digno y a la vivienda y que se ordenara su inscripción en el Registro Único de Población Desplazada junto con su grupo familiar y la entrega de la ayuda humanitaria correspondiente ya que no ha recibido nada; de lo contrario, que se le garantizara el retorno a su lugar de origen.

Anexó, entre otras, copias de la carta que le fue dirigida por el Delegado de la Red de Solidaridad Social de Risaralda, de agosto 30 de 2000, en el que se le comunicó que su situación no estaba comprendida dentro de las condiciones para incluirla en el programa requerido; de la Resolución expedida el 27 de febrero de 2001 por la Red de Solidaridad Social del Municipio de Pereira y Departamento del Risaralda en el que se niega su inscripción en el Registro Nacional de Población Desplazada y de la comunicación fechada a 05/01/2009 en el que se le da respuesta, por segunda vez, a un derecho de petición radicado el 28 de agosto de 2000, en el que se le hace saber que el mismo había sido rechazado y que no mostró inconformidad alguna en su momento.
Con auto del 19 de mayo se dispuso dar trámite a la demanda y se otorgó el término de traslado a la parte demandada que oportunamente lo descorrió por intermedio de la Subdirectora de Atención a la Población Desplazada, quien indicó las funciones de la entidad en torno a este grupo poblacional, explicó las premisas legales para que una persona pueda ser incluida dentro del programa por ellos desarrollado y ejecutado, así como el procedimiento de registro; precisó que la accionante no se encuentra incluida dentro del mismo porque no reunió las exigencias legales; agregó que la acción de tutela no es el mecanismo idóneo para reemplazar los procedimientos legales, que la entidad cumplió a cabalidad con sus funciones para negar la referida inscripción y que, por ende, no han violentado derecho fundamental alguno a la actora.
Dictó sentencia el juzgado en la que negó el amparo por dos elementos que estimó esenciales para la prosperidad del amparo judicial, a saber: la subsidiaridad y la inmediatez; para lo que se acotó que desde el 27 de febrero de 2001 se le negó a la demandante la solicitud de inscripción en el RUPD y contra esa decisión no agotó los ordinarios recursos, para venir luego de 8 años a solicitar la protección de sus derechos fundamentales, sin que se adviertan situaciones apremiantes que le hubiesen impedido acudir en forma oportuna al juez constitucional; no obstante, consideró el juzgado que dada la situación de la actora por la situación interna del país y su condición de madre cabeza de familia dispuso que Acción Social debía revisar nuevamente la declaración rendida por aquella el 5 de febrero de 2001, analizarla y valorarla de cuerdo con el derecho internacional, los principios de la buena fe, de favorabilidad, de la confianza legítima y la prevalecía del derecho sustancial para que determinara, en forma motivada, si la señora Maturana Hinestroza pudiera ser inscrita en el RUPD y gozar de sus beneficios.

Inconforme, impugnó la demandante, y ahora es viable decidir, previas estas:

CONSIDERACIONES

De acuerdo con la sentencia dictada en primera instancia, dos son las cuestiones jurídicas por resolver: la primera, si en el caso de los desplazados la acción de tutela es subsidiaria para reclamar los beneficios que la ley contempla en su favor; y la segunda, si en lo que concierne a la señora Ana del Carmen Maturana Hinestroza su petición faltó al principio de inmediatez que es propio de esta modalidad de protección.
  



En cuanto a la subsidiaridad, para decirlo de manera breve, si bien una persona en su condición de desplazada a quien se le ha negado la inscripción en el registro pertinente para acceder a los beneficios legales puede acudir a otros mecanismos de defensa judicial para la protección de sus derechos, la verdad es que dada la especialísima condición forzada por la cruenta situación de seguridad que atraviesa el país, la misma Corte Constitucional 
 ha delineado que frente a ese estado de marginalidad en el que se halla un importante sector de la población colombiana aquellos mecanismos ordinarios no son suficientes para garantizarles una efectiva protección y es por ello que la acción de tutela se erige como un medio adecuado para brindar una idónea, oportuna y expedita solución al grave problema que afrontan.

Así que no era esa razón suficiente para negar el amparo impetrado, como parece haberlo entendido el juzgado si bien en la parte inicial de sus consideraciones aludió a ese requisito de procedibilidad pero luego se centró, exclusivamente, en la falta de inmediatez en su formulación.
Precisamente este es el segundo frente que debe abordarse, porque indudablemente desde cuando se le negó a la accionante la inclusión en el Registro Nacional de Población Desplazada, que lo fue el 27 de febrero de 2001, a esta parte, han transcurrido más de ocho años; y si la acción de tutela tiene como finalidad la protección de los derechos fundamentales de los asociados por una violación o una amenaza actual e inminente de los mismos a causa de la acción o de la omisión de las autoridades, bien pudiera decirse que, en principio, tal inminencia en este caso concreto ha desaparecido si durante ese tiempo lo único que se conoce es que la señora Ana del Carmen Maturana Hinestroza elevó un derecho de petición que le fue respondido el 5 de enero del presente año.
Mas, se dice que en principio, porque en asuntos de corte bastante similar el presente en los que también ha transcurrido un considerable lapso entre la negativa de la inclusión en el registro y la promoción de la tutela, la jurisprudencia constitucional ha concluido que la calidad de desplazado no se obtiene con la inserción de una persona en ese listado, si no por sus verdaderas condiciones personales, familiares y económicas, derivadas de las acciones de grupos al margen de la ley que asolan al país. En ese sentido, entonces, se ha dicho que la autoridad encargada de estudiar la declaración de su estado que hace un particular, debe ser cuidadosa para que no se tenga por una falta de amenaza directa lo que no constituye tal, pues si no se valora adecuadamente su situación particular y por ello no se le incluye en el registro, la violación de sus derechos fundamentales se torna permanente en el tiempo y da al traste con la inmediatez que se le pueda exigir para reclamar por vía constitucional su protección.

Así, por ejemplo, en la sentencia T-468 de 2006, en la que se ventiló el caso de un desplazado a quien se le negó  la petición en el año 2001 y sólo cuatro años después intentó la acción de tutela, dijo la Corte Constitucional:
Extemporaneidad de la tutela y de la segunda solicitud de inscripción en el Registro Nacional de Desplazados.
17.- No obstante lo anterior, de los eventos fácticos que enmarcan el presente caso surge la pregunta de si el análisis hecho hasta ahora por la Sala resulta suficiente para conceder el amparo pretendido por tutela. Esto en atención a que los hechos relatados por la demandante sucedieron supuestamente en el 2001 y la solicitud de la que se ha venido hablando, fue negada en ese mismo año, mientras que la segunda solicitud se hizo en el 2005. De lo primero podría decirse que ha transcurrido un lapso de tiempo demasiado largo para la protección por vía de tutela, y de lo segundo que contradice abiertamente el término otorgado por las normas para solicitar la inscripción, pues éste es de un año. 

18.- Si bien es cierto que la solicitud de inscripción elevada por la actora en el 2001, fue resuelta y no fue impugnada, y que la del 2005 se fundamenta en los mismos hechos presuntamente ocurridos en el 2001, no lo es menos que la justificación de la Red de Solidaridad (hoy Acción Social) en ambos casos fue la supuesta inexistencia de amenaza directa en contra de la demandante y su familia. Así, lo que ha encontrado la Sala como contrario al orden constitucional y a los derechos fundamentales de la actora ha sido precisamente dicha justificación. Por ello, habiéndose interpuesto en tiempo la primera solicitud y ante la negativa de inscripción por parte de la Entidad, la vulneración a los derechos constitucionales de la tutelante ha persistido en el tiempo, hasta el punto que en el 2005 realizó una nueva solicitud de protección de sus derechos como desplazada.

19.- Ahora bien, no se podría tampoco argumentar que la señora MELO MORALES fue poco diligente al no impugnar la resolución del 2001, y que esperó hasta el 2005 para atacarla por vía de tutela. Por un lado, la carga del adecuado manejo de los recursos en procedimientos judiciales y administrativos no es una exigencia sine qua non  para los sujetos de especial protección constitucional o en estado de indefensión. Ante este tipo de actores el juez constitucional no puede dar prevalencia a lo procedimental sobre lo sustancial. Y, el presente caso el asunto constitucionalmente relevante es que ni a la tutelante ni a su familia se le han garantizado sus derechos fundamentales por su condición de desplazada, por virtud de una aplicación de las normas pertinentes no ajustada a la Constitución tal como se ha explicado.

20.- La Corte Constitucional ha sostenido que en los únicos dos casos en que no es exigible de manera estricta el principio de inmediatez en la interposición de la tutela, es cuando “(i)...se demuestre que la vulneración es permanente en el tiempo y que, pese a que el hecho que la originó por primera vez es muy antiguo respecto de la presentación de la tutela, la situación desfavorable del actor derivada del irrespeto por sus derechos, continúa y es actual.
 Y [cuando] (ii) la especial situación de aquella persona a quien se le han vulnerado sus derechos fundamentales, convierte en desproporcionado el hecho de adjudicarle la carga de acudir a un juez; por ejemplo el estado de indefensión, interdicción, abandono, minoría de edad, incapacidad física, entre otros.”
 Y, la Sala encuentra que la actora se encuentra justamente en los dos supuestos descritos, tal como se ha explicado.

21.- Cabe señalar también, que si bien la solicitud del 2005 rebasa el término establecido en el artículo 8 del Decreto 2569 de 2000 según el cual la declaración juramentada mediante la que se relatan los hechos que causaron la salida del lugar de habitación “deberá presentarse por la persona interesada, dentro del año siguiente a la ocurrencia de los hechos que dieron origen al desplazamiento”; se debe tener en cuenta lo expuesto arriba, en el sentido que la vulneración ha continuado con el correr del tiempo. Pero, además debe considerarse que en la segunda solicitud aparecía un hecho nuevo, cual era la desaparición en extrañas circunstancias de su compañero. En efecto el estudio de la primera solicitud no tenía como elemento de juicio este acontecimiento, que sin duda agrava la situación de la demandante y la de su hija menor. Considera la Corte que por lo anterior, se ha incurrido igualmente por parte de la Entidad Acción Social en una interpretación desfavorable a la ciudadana, de las normas que pretenden la protección de los desplazados.”

   



Como se ve, en el caso que nos ocupa confluyen varias de esas circunstancias: la demandante afirma que fue desplazada por la violencia reinante en el sector donde residía y que es madre cabeza de familia con seis hijos a cargo, lo que la convierte en un sujeto de especial protección; esa misma condición, al decir de la Corte, la relevaba, para acceder a esta vía del agotamiento de los recursos contra el acto administrativo que le negó  la inscripción, por tratarse de una cuestión formal que no puede prevalecer sobre lo sustancial.
  



Tal vez lo que quedaría por establecer aquí es si en realidad la conclusión a la que llegó la Red de Solidaridad Social del Municipio de Pereira en la Resolución 66001127 del 27 de febrero de 2001 consultó la real situación de la demandante al haber sido marginada de su territorio y de su entorno social, para señalar que en su contra “NO EXISTE AMENAZA DIRECTA”, porque la escasa prueba aportada tanto por la actora como por la entidad no permite vislumbrar si tal deducción se ajusta a los parámetros que la máxima autoridad constitucional ha señalado 
 para ese efecto:
“Requisitos para la inscripción en Registro Nacional de Población Desplazada. 
4.- La Corte Constitucional en distintas sentencias de revisión de tutela
 ha sistematizado los requerimientos y el alcance de la protección a la población víctima del desplazamiento forzado, contenido en la Ley 387 de 1997 y en el Decreto 2569 de 2000. Esta Corporación ha establecido los criterios generales que promueven un análisis adecuado, para la determinación de si en un caso concreto los interesados tienen derecho a la protección especial que la Ley 387 de 1997 brinda a los desplazados. Estos criterios son: (i) la protección legal que debe prestar el Estado, por medio de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional (antes Red de Solidaridad Social), es únicamente para la población desplazada por causa del conflicto armado interno
. A su vez, (ii) la condición de desplazado, en tanto situación de hecho, se adquiere de facto y no depende de la certificación que de ello hagan las autoridades pertinentes
. Esto en virtud de la interpretación más favorable a quien solicita ser reconocido como desplazado, que deben hacer las autoridades al aplicar las normas relativas a su protección
. Así como también, (iii) se deberá hacer prevalecer el principio de la buena fe en la evaluación que las mencionadas autoridades realicen, para establecer la procedencia de la inscripción en el Registro Nacional de Desplazados.
…”
  



Requisitos que en la providencia que se cita en el pie de página desarrolla en extenso y a cuya lectura remite la Sala, en gracia de la brevedad, pero que sirven para precisar que del contenido de la aludida resolución no se colige que se hubieran analizado pormenorizadamente, pues allí no se explica por qué se concluye que respecto de la señora Maturana Hinestroza no existe una amenaza directa.
  



En estas condiciones, a juicio de la Sala, la decisión que contiene el ordinal segundo de la sentencia impugnada es razonable y por ello mismo ha debido concederse, simplemente para que con vista en aquella solicitud que en su momento hizo la demandante a Acción Social, esta entidad redefina, atendiendo la condición de desplazada que aquella denuncia, el principio de la buena fe, la favorabilidad y la prevalencia del derecho sustancial, y por sobre todo que la carga de la prueba sobre esa excepcional situación de marginalidad radica en el Estado y no en quien eleva la solicitud 
, si ella tiene derecho a ser incluida en el Registro Único de Población Desplazada, efecto para el cual expedirá un nuevo acto administrativo suficientemente motivado del que dará cuenta al juzgado de primera instancia.
  



En consecuencia, se revocará el ordinal primero de la sentencia para, en su lugar, conceder el amparo con la finalidad de que Acción Social ajuste su decisión a los términos que han sido planteados por la jurisprudencia de la alta Corte, de los que dejará constancia en el acto administrativo respectivo; y el segundo, se confirmará adicionándolo en el sentido de que al momento de resolver, Acción Social deberá tener en cuenta, además de los lineamientos allí establecidos, los efectos de la carga de la prueba, en la forma en que ha sido señalada por la Corte Constitucional.
DECISIÓN

  



Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley REVOCA el ordinal primero de la sentencia, para en su lugar, CONCEDER el amparo deprecado, como consecuencia de lo cual se CONFIRMA el ordinal segundo, y se ADICIONA en el sentido de que Acción Social deberá tener en cuenta, además de los lineamientos allí establecidos, los efectos de la carga de la prueba, en la forma en que ha sido señalada por la Corte Constitucional.

 



Del acto administrativo que expide la entidad accionada informará al juez de primera instancia.
  



Entérese a los intervinientes de esta decisión en la forma prevista en el artículo 5° del Decreto 306 de 1992.  Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                               CLAUDIA MARIA ARCILA RÍOS 










� Sentencias T-227/97, T-268/03, T-813/04 y T-1094/04, entre otras


� [Cita del aparte transcrito] Cr. Por ejemplo la sentencia T- 1110 de 2005 (F.J # 46), entre otras.


� T-158 de 2006


� Sentencia T-468/06


� T-227/97, SU-1150/00, T-1635/00, T-098/02, T-268/03, T-025/04 y T-175/05 entre otras


� T-1635/00. También T-227/97 y SU-1150/00


� T-327/01 reiterada en la T-175/05. También la T-227/97


� T-327/01 reiterada entre otras en la T-268/03 y en la T-175/05.


� T-327/01 reiterada en la T-268/03.


� Sobre la carga de la prueba y su inversión, sostuvo la Corte Constitucional en la misma sentencia T-468 de 2006: “A manera de conclusión se puede aseverar que resulta comprensible, que la mayoría de las veces las declaraciones encaminadas a ser inscrito en el Registro Nacional de Desplazados, adolezcan de impresiones o incluso de informaciones no verdaderas. No con ello pretende la Corte avalar las declaraciones que falten a la verdad, o presentarlas como algo trivial y ajustado a la corrección de los trámites jurídicos que en este ámbito se realizan. Pero si merece ser analizado en su justa medida, pues el temor, la zozobra, el sentirse amenazado y desamparado o la ignorancia, pueden tener como consecuencia obvia lo anterior. De este modo, es deber de las autoridades, por iniciativa propia, facilitar una reconstrucción razonable de los hechos relatados por el interesado. Así como también invertir las carga probatoria de los mismos, pues como se ha dicho los sucesos generadores del desplazamiento, no siempre son hechos notorios de atención nacional en los medios de comunicación. Se estructuran en muchos eventos soterradamente, para generar en sigilo y con el paso del tiempo inseguridad y miedo en las personas que luego deciden por su seguridad abandonar su lugar de residencia.


Deben pues las autoridades, no sólo utilizar los mecanismos a su disposición para corroborar lo relatado por los supuestos desplazados, sino sobre todo presumir la buena fe de personas que se encuentran de todas maneras en manifiesta situación de indefensión.”
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